Modifica el artículo 14 de la ley N° 14.908, poniendo término a medidas de apremio para los mayores de 60 años de edad

Boletín Nº 4625-18

Que la actual Política Social para el Adulto Mayor, aprobada por el Comité de Ministros para el Adulto Mayor en sesión constitutiva del 06 de mayo de 2004, señala que la meta del Gobierno es lograr un cambio cultural de toda la población que signifique un mejor trato y valoración de los Adultos Mayores en nuestra sociedad, lo cual implica una percepción distinta sobre el envejecimiento y la vejez, y así alcanzar mejores niveles de calidad de vida para todos los Adultos Mayores.

Sus fundamentos son : 

1.- Equidad: Hacer justicia a personas que han sufrido marginación de distinta naturaleza, reconociendo en plenitud sus derechos y dándoles lo que les corresponde como personas y por lo que han aportado a la sociedad.

2.- Solidaridad Intergeneracional: Lograr una integración social entre las distintas generaciones, basada en el recíproco respecto y comprensión, en definitiva, en el amor y tolerancia entre las personas de distintas generaciones.

3.- Pleno respeto a la dignidad de los Adultos Mayores y al ejercicio de sus derechos como personas y ciudadanos: Reconocer el pleno ejercicio de los derechos que los Adultos Mayores tienen como cualquier otra persona en los distintos ámbitos del desarrollo humano. Esto es: educación, trabajo- aún cuando estén jubilados-, salud y recreación, entre otros.

El 17 de Septiembre de 2002 el Presidente de la República, don Ricardo Lagos Escobar, promulga la ley 19.828 que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor, SENAMA, que inicia sus funciones en enero del 2003. El SENAMA se crea como un servicio público, funcionalmente descentralizado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que se encuentra sometido a la supervigilancia del Presidente de la República a través del Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

Que en este sentido, la dignidad del adulto mayor radica e reconocer sus diferencias. Las normas generales para la población infantil, joven y adulta, no siempre será adecuadas para la realidad del adulto mayor. 

El artículo 3º de la Ley Nº 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, en su inciso 5 señala que: 

“ Cuando los alimentos decretados no fueren pagados o no fueren suficientes para solventar las necesidades del hijo, el alimentario podrá demandar a los abuelos,

de conformidad con lo que establece el artículo 232 del Código Civil.”

Considerando que en caso de insuficiencia de uno de los padres, la obligación indicada precedentemente pasará en primer lugar a los abuelos de la línea del padre o madre que no provee; y en subsidio de éstos a los abuelos de la otra línea, nos parece de toda justicia el establecer que las medidas de apremio que corresponden al incumplimiento de una obligación directa del padre o madre que debe solventar las necesidades del hijo , no sean aplicadas a los abuelos del menor .
Que el artículo 14 de la Ley Nº 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, señala que: 

“Si decretados los alimentos por resolución que cause ejecutoria en favor del cónyuge, de los padres, de los hijos o del adoptado, el alimentante hubiere cumplido su obligación en la forma pactada u ordenada o hubiere dejado de pagar una o más cuotas, el tribunal que dictó la resolución deberá, a petición de parte o de oficio y sin más trámite, imponer al deudor como medida de apremio, el arresto nocturno entre las veintidós horas de cada día hasta las seis horas del día siguiente, hasta por quince días. El juez podrá repetir esta medida hasta obtener el íntegro pago de la obligación.

Si el alimentante infringiere el arresto nocturno o persistiere en el incumplimiento De la obligación alimenticia después de dos periodos de arresto nocturno, el juez podrá apremiarlo con arresto hasta por quince días. En caso de que procedan nuevos apremios, podrá ampliar el arresto hasta por 30 días”.

Por su parte el inciso 6 del mismo artículo dispone: “Si el alimentante justificare ante el tribunal que carece de los medios necesarios para el pago de su obligación alimenticia, podrá suspenderse el apremio y el arraigo, y no tendrá aplicación lo dispuesto en el inciso cuarto. Igual decisión podrá adoptar el tribunal, de oficio, a petición de parte o de Gendarmería de Chile, en caso de enfermedad, invalidez, embarazo y puerperio que tengan lugar entre las seis semanas antes del parto y doce semanas después de él, o de circunstancias extraordinarias que impidieren el cumplimiento del apremio o lo transformaren en extremadamente grave”.

Somos de la convicción de que a determinada edad, el apremio por alimentos siempre será un perjuicio. El adulto mayor puede ver no sólo en riesgo su vida por las agresiones de que pueda ser víctima durante el apremio, sino también su salud, al cumplir con una obligación de manera subsidiaria , obligación que corresponde en principio a la madre o padre del menor.

La ley 19.828 ,que crea el Servicio Nacional del Adulto Mayor define como Adulto Mayor a toda persona que ha cumplido los 60 años, sin diferencia entre hombres y mujeres.
Nos parece un contrasentido que una persona mayor de 60 años pueda ser apremiado, pues ello atentaría contra la dignidad del adulto mayor, haría caso omiso de su edad, de la vulnerabilidad propia de su condición (por enfermedades, abuso, etc), y de la especia consideración que merece en vista de la deficitaria calidad del sistema penitenciario. 

Es por ello que venimos en proponer el siguiente proyecto de ley: 

Agrégase al inciso 6º del artículo 14 de la Ley Nº 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, la siguiente frase final  ”Asimismo, no  se aplicarán las medidas de apremio contenidas en esta ley a los mayores de 60 años, cuando la obligación de otorgar alimentos emane de lo dispuesto en el inciso 5º del artículo 3º del presente cuerpo legal.”
